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A Myriam, por quien he pasado

todas las inspecciones de mi vida





Introducción 



La Constitución Española nos obliga a contribuir en función a nuestra capacidad económica; la Ley General Tributaria establece el marco impositivo general y la ley que regula cada tributo nos indica cómo liquidar e ingresar la cuota correspondiente. Además, nuestro sistema tributario impone obligaciones formales de muy diversa índole, que se añaden a la propia carga económica del tributo. En algunos casos el cumplimiento de estas obligaciones es complicado y costoso, por lo que llega a constituir un coste financiero adicional.

Así las cosas, es muy probable que un sujeto pasivo necesite el asesoramiento de un fiscalista experto, no sólo para conseguir minimizar la carga tributaria, sino simplemente para cumplir bien sus obligaciones tributarias: no es tarea fácil estar al tanto de los constantes cambios de la normativa, ni aplicarla al caso concreto. Y merece la pena empeñarse en cumplir bien nuestras obligaciones, ya que como sujetos pasivos podemos ser sometidos en cualquier momento a la comprobación del cumplimiento de cualquiera de nuestras obligaciones fiscales, y no sólo las económicas.

Resulta sorprendente comprobar que a menudo al sujeto pasivo le preocupa más afrontar un proceso de inspección de un tributo que el pago de la cuota del mismo. Quizá se deba a que el pago de la cuota es un acto anónimo; pero en un procedimiento de comprobación el contribuyente tiene que identificarse y dar explicaciones; y, además, se tiene la amenaza de una posible sanción. Por otra parte, todos hemos oído de contribuyentes que afrontaron una inspección con la seguridad de tenerlo todo bien, y acabaron saliendo trasquilados: surgieron deudas tributarias de las que no tenían ni idea. En otros casos es el conocimiento de lo mal que se han hecho las cosas lo que hace muy preocupante una posible inspección. Es muy ilustrativo de este miedo el chiste que relata cómo un atracador logra introducirse en una empresa identificándose como inspector de Hacienda; y cuando ya está dentro grita aquello de: «¡Esto es un atraco!»; a lo que el dueño de la empresa contesta aliviado «¡Menos mal!; no sabe el susto que me había dado».

Bromas aparte, les aseguro que como asesor no he compartido nunca ese miedo crónico a los funcionarios de la Hacienda Pública. Es cierto que en ocasiones se producen actuaciones inaceptables y sospechas injustificadas de los funcionarios; pero mi experiencia es que, en la mayoría de los casos, se trata de un proceso llevado a cabo de forma profesional, técnica y sistemática. Si el contribuyente no tiene nada que ocultar y ha intentado cumplir con sus obligaciones de una forma responsable (recabando el oportuno asesoramiento cuando las liquidaciones o las actuaciones económicas son complicadas), la Inspección pondrá de manifiesto pequeñas discrepancias cuya regularización no supondrá ningún trauma financiero para el sujeto pasivo. Claro que distinto es el caso de quien prefiere mantenerse siempre en el límite de la legalidad, rebañando cuotas tributarias y aplicando criterios forzadísimos de difícil justificación: para éstos el inicio de un procedimiento inspector es muy probablemente el preludio de un disgusto financiero.

Con esta Guía pretendemos mostrar al sujeto pasivo los pormenores de toda comprobación tributaria, para poder afrontarla con conocimiento de causa; y sin miedo, ya que no es sino otra más de las obligaciones a las que, como contribuyentes, estamos sometidos. Por supuesto, este procedimiento es el mismo para un sufrido y cumplidor contribuyente que para un desalmado defraudador: en ambos casos las obligaciones y los derechos frente a la Administración son los mismos... aunque no sus consecuencias. Con objeto de que la Guía resulte realmente práctica, veremos todos los aspectos relacionados con la Inspección, desde la notificación de inicio hasta las reclamaciones contra las liquidaciones resultantes o las sanciones que impongan; así como todos los aspectos colaterales que pueden influir en este procedimiento. Y desde un punto de vista metodológico, revisaremos tanto la legislación aplicable como la doctrina y jurisprudencia generada al efecto, lo que nos proporcionará el conocimiento de las soluciones dadas a los más variados casos concretos.






La comprobación de las obligaciones tributarias 



Como decíamos en la introducción, todo sujeto pasivo debe estar dispuesto a justificar el correcto cumplimiento de sus obligaciones tributarias. Y para regular a este efecto tanto la actuación de la Administración como la de los contribuyentes, la Ley General Tributaria determina las funciones investigadoras de la Administración tributaria, dedicando a ello los arts. 115 y 116, que veremos a continuación. De hecho, otorga a la Administración cuantas facultades sean necesarias para esclarecer cualquiera de los elementos que inciden en un hecho imponible; permitiéndole además la calificación de los negocios efectivamente realizados con objeto de aplicarles la normativa tributaria correspondiente al caso. Y todo ello no sólo con respecto a las deudas tributarias, sino también para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas por los beneficios fiscales disfrutados.


«Art. 115. Potestades y funciones de comprobación e investigación.

1. La Administración tributaria podrá comprobar e investigar los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, valores y demás circunstancias determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las normas aplicables al efecto.

2. En el desarrollo de las funciones de comprobación o investigación, la Administración tributaria calificará los hechos, actos o negocios realizados por el obligado tributario con independencia de la previa calificación que éste hubiera dado a los mismos.

3. Los actos de concesión o reconocimiento de beneficios fiscales que estén condicionados al cumplimiento de ciertas condiciones futuras o a la efectiva concurrencia de determinados requisitos no comprobados en el procedimiento en que se dictaron tendrán carácter provisional. La Administración tributaria podrá comprobar en un posterior procedimiento de aplicación de los tributos la concurrencia de tales condiciones o requisitos y, en su caso, regularizar la situación tributaria del obligado sin necesidad de proceder a la previa revisión de dichos actos provisionales conforme a lo dispuesto en el título V de esta ley.»



Para el mejor cumplimiento de estas potestades de investigación, la Agencia Tributaria establece un plan anual en el que se establecen las prioridades de inspección y los sectores económicos que deben ser comprobados prioritariamente. Por supuesto el contenido del plan es reservado, para evitar que los contribuyentes no afectados relajen su disciplina fiscal. Además este plan se ve completado con las continuas revisiones de las diferentes declaraciones y autoliquidaciones presentadas por los contribuyentes, que suelen dar lugar a los procedimientos abreviados que veremos en el capítulo IV.


«Art. 116. Plan de control tributario.

La Administración tributaria elaborará anualmente un Plan de control tributario que tendrá carácter reservado, aunque ello no impedirá que se hagan públicos los criterios generales que lo informen.»



I.  CALIFICACIÓN DE LOS CONTRATOS

Resulta especialmente interesante mencionar que una de las vías que la Hacienda tiene para evitar las «ingenierías financiero-fiscales» excesivamente imaginativas, pasa por la comprobación no ya de las cifras, valores y hechos, sino de la naturaleza jurídica de los propios contratos. Vamos a ver -aunque sólo sea someramente- en qué consiste esta facultad de la Administración, para que nadie descubra demasiado tarde que aquel montaje tan redondo que le ofrecieron en realidad no elude la deuda tributaria.

La propia Ley General Tributaria ataja estas malas prácticas fiscales con tres artículos dedicados específicamente a ellas. En el primero, establece la posibilidad de calificar los actos conforme a su auténtica naturaleza y no a su nombre comercial:


«Art. 13. Calificación.

Las obligaciones tributarias se exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cualquiera que sea la forma o denominación que los interesados le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos que pudieran afectar a su validez.»



Otro artículo trata de evitar que se utilice un contrato o negocio para encubrir la auténtica voluntad de las partes:


«Art. 16. Simulación.

En los actos o negocios en los que exista simulación, el hecho imponible gravado será el efectivamente realizado por las partes.

La existencia de simulación será declarada por la Administración tributaria en el correspondiente acto de liquidación, sin que dicha calificación produzca otros efectos que los exclusivamente tributarios.

En la regularización que proceda como consecuencia de la existencia de simulación se exigirán los intereses de demora y, en su caso, la sanción pertinente.»



Pondremos dos simples ejemplos que nos ayuden a entender esto de la calificación y la simulación:

Si le vendemos un piso a nuestro hijo por un valor muy inferior al de mercado y con un plazo de pago de treinta años sin intereses, entonces la Administración puede calificar esta compraventa como donación, ya que es lo que realmente estamos haciendo.

En el ámbito mercantil era frecuente que una empresa vendiese su fábrica a una entidad de leasing para luego volver a arrendarla con opción de compra; y para que la operación no le incrementase los costes financieros, realizaba un depósito en la entidad por el mismo importe, al mismo plazo y tipo de interés. Esto se hacía con el propósito de revalorizar el inmueble, acogerse a la exención por reinversión y poder amortizarlo con base en el nuevo valor, mucho más alto. Pues bien, la Administración no le dará el tratamiento de arrendamiento financiero, sino que considerará que éste ha sido simplemente simulado y que sólo ha habido una operación financiera de préstamo y depósito simultáneos, no admitiendo ni la revalorización del inmueble ni su posterior amortización.

Jurisprudencia:

El Tribunal Económico-Administrativo Central en su Resolución de 6 de noviembre de 2008 (Vocalía 3.ª; RG 2461/2007), nos define la simulación en términos jurídicos:

«Los negocios simulados constituyen un tipo de negocio anómalo en el cual existe una contradicción entre la voluntad interna y la voluntad declarada, de forma que de esta contradicción nace un negocio que se califica de aparente. Este negocio aparente puede encubrir otro negocio (simulación relativa), o puede no encubrir negocio alguno (simulación absoluta). Como ha declarado reiteradamente la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la simulación contractual es un vicio de la declaración de voluntad en los negocios jurídicos, por el que ambas partes de común acuerdo y con el fin de obtener un resultado frente a terceros (que puede ser lícito o ilícito) dan a conocer una declaración de voluntad distinta de su querer interno.»

II.  CONFLICTO EN LA APLICACIÓN DE LAS NORMAS

Otra de las artimañas que utilizan los contribuyentes para reducir su factura fiscal es la de forzar la aplicación de las leyes tributarias en su interés. En la anterior redacción de la Ley General Tributaria, esta figura se llamaba «fraude de ley»; pero ahora se ha preferido darle esta nueva denominación, más amplia, de conflicto en la aplicación; concepto que viene definido en el tercero de los artículos que vamos a repasar:


«Art. 15. Conflicto en la aplicación de la norma tributaria.

1. Se entenderá que existe conflicto en la aplicación de la norma tributaria cuando se evite total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda tributaria mediante actos o negocios en los que concurran las siguientes circunstancias:

a) Que, individualmente considerados o en su conjunto, sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del resultado obtenido.

b) Que de su utilización no resulten efectos jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios.

2. Para que la Administración tributaria pueda declarar el conflicto en la aplicación de la norma tributaria será necesario el previo informe favorable de la Comisión consultiva a que se refiere el art. 159 de esta ley.

3. En las liquidaciones que se realicen como resultado de lo dispuesto en este artículo se exigirá el tributo aplicando la norma que hubiera correspondido a los actos o negocios usuales o propios o eliminando las ventajas fiscales obtenidas, y se liquidarán intereses de demora, sin que proceda la imposición de sanciones.»



La simulación de arrendamiento financiero que exponíamos en el apartado anterior podría servir también de ejemplo de conflicto de norma tributaria: solicitamos el amparo del régimen especial del leasing; pero realizando actos inusuales y de los que no resulta ningún efecto económico ni jurídico relevante.

Otro ejemplo nos lo aclarará mejor. Fueron famosos en su día los llamados Bonos Austríacos: se compraba un día deuda pública austríaca, se cobraba el cupón y se vendía al día siguiente a un precio inferior. Desde el punto de vista económico la operación era totalmente neutra, puesto que la rebaja del precio coincidía con el interés cobrado; pero desde el punto de vista fiscal, el rendimiento cobrado estaba exento en virtud del Convenio Hispano-Austríaco, y podía declararse la minusvalía, con el consiguiente ahorro en la declaración de renta. Evidentemente, la operación no tenía contenido jurídico ni económico y se hacía exclusivamente para obtener la ventaja fiscal.

Es importante remarcar que en los casos de simulación la Inspección podrá aplicar la correspondiente sanción; pero en los supuestos de conflicto de norma, como no hay irregularidad, se excluye expresamente la sanción.

Por supuesto, ambas figuras son difíciles de delimitar y tampoco le resultará fácil a la Administración aplicarlas. Especialmente cuando se alega el derecho del contribuyente a elegir la opción económica que le resulte más ventajosa; lo que se ha dado en llamar la «economía de opción». Por ejemplo, un contribuyente puede decidir libremente si ejerce una actividad personalmente o a través de una sociedad, en función de cuál sea la menor tributación; y puede decidir repartir dividendos o reducir capital; o comprar al contado su vivienda o financiarla para poder deducirse en la declaración de renta durante muchos más años. La Administración no puede negar esta economía de opción; pero sí puede exigir que dicha opción no sea simulada o meramente artificiosa; como también puede exigir que de dicha opción se sigan tanto las consecuencias beneficiosas como las adversas para el contribuyente.

Jurisprudencia:

El Tribunal Económico-Administrativo Central, en su Resolución de 28 de mayo de 2004 (Vocalía 6.ª; RG 647/2001) nos aclara un poco la distinción entre la simulación y la economía de opción.

«Asimismo deben rechazarse las alegaciones de los interesados en el sentido de que las operaciones realizadas responden a una economía de opción, ya que la opción sólo puede darse cuando la Ley explícitamente ofrece a un hecho imponible dos fórmulas jurídicas igualmente válidas, pero con consecuencias tributarias distintas, no existiendo tal facultad de elegir cuando el sujeto pasivo toma un camino que implica abuso de las formas jurídicas o vulneración del espíritu de las normas.»

Son este tipo de cuestiones las que hacen que el inicio de un procedimiento inspector nos provoque la incertidumbre de cuál será su final. Aunque dicho final no llegue con el Acta, sino con el último pronunciamiento del último tribunal al que pueda recurrirse. Si pensamos que en nuestro caso puede suscitarse una controversia de este tipo, sería conveniente acudir a la Inspección debidamente asesorados desde el principio.

III.  LAS PRESUNCIONES TRIBUTARIAS Y LOS MEDIOS DE PRUEBA

Es bueno conocer que la Administración cuenta con un arma importante a la hora de efectuar las liquidaciones y comprobar las declaraciones de los sujetos pasivos: se trata de las presunciones tributarias. Éstas pueden ser de dos tipos: las que se determinan en absoluto y no son rebatibles (iuris et de iure) y las que admiten prueba en contrario (iuris tantum).

Un ejemplo de las primeras sería la valoración de la retribución en especie que consista en la utilización del vehículo de la empresa: se presume que es el 20% del valor de dicho vehículo; y será este importe el que se impute al trabajador.

Un ejemplo de presunción que admite prueba en contrario sería considerar que el titular catastral es el dueño de un inmueble: se puede rebatir aportando un documento válido de propiedad a favor de otra persona.

Pues bien, la aplicación de las presunciones en materia tributaria está regulada en el art. 108 de la LGT, que establece las siguientes normas:


	
· Las presunciones establecidas por las normas tributarias pueden destruirse mediante prueba en contrario, excepto que una norma con rango de ley expresamente lo prohíba. 

	
· Las presunciones no expresamente establecidas por una norma serán admisibles como medio de prueba sólo cuando entre el hecho demostrado y aquel que se trate de deducir haya un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano. 

	
· Se presume como titular de cualquier bien, derecho, empresa, servicio, actividad, explotación o función a quien figure como tal en un registro fiscal o en otros de carácter público, salvo prueba en contrario. 

	
· Los datos y elementos de hecho consignados en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones y demás documentos presentados por los obligados tributarios se presumen ciertos para ellos y sólo podrán rectificarse por los mismos mediante prueba en contrario. 

	
· Los datos incluidos en declaraciones informativas o contestaciones a requerimientos de información que vayan a ser utilizados en la regularización de la situación tributaria de otros obligados se presumen ciertos, pero deberán ser contrastados cuando el obligado tributario alegue la inexactitud o falsedad de los mismos: podrá exigirse al declarante que los ratifique y los pruebe. 



Por otra parte, tanto la Administración como los contribuyentes pueden acudir a los medios de prueba que estimen oportunos para hacer valer sus derechos; es más, quien quiera hacer valer un derecho será quien deba probarlo. Es el art. 105 y siguientes de la LGT el que regula la carga de la prueba:


	
· Los obligados tributarios cumplirán su deber de probar si designan de modo concreto los elementos de prueba que ya estén en poder de la Administración tributaria. 

	
· En los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre medios y valoración de prueba se contienen en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, salvo que la ley establezca otra cosa. 

	
· La ley propia de cada tributo podrá exigir requisitos formales de deducibilidad para determinadas operaciones que tengan relevancia para la cuantificación de la obligación tributaria. En concreto: 
	
- Los gastos deducibles y las deducciones que se practiquen, cuando estén originados por operaciones realizadas por empresarios o profesionales, deberán justificarse, de forma prioritaria, mediante la factura o mediante el documento sustitutivo, que cumplan en ambos supuestos los requisitos señalados en la normativa tributaria. 

	
- En aquellos supuestos en que las bases o cuotas compensadas o pendientes de compensación o las deducciones aplicadas o pendientes de aplicación tuviesen su origen en ejercicios prescritos, la procedencia y cuantía de las mismas deberá acreditarse mediante la exhibición de las liquidaciones o autoliquidaciones en que se incluyeron, la contabilidad y los oportunos soportes documentales. 





	
· Las diligencias extendidas en el curso de los procedimientos tributarios tienen naturaleza de documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario. Los hechos aceptados por el obligado tributario objeto del procedimiento, así como sus manifestaciones, se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse por éstos mediante prueba de que incurrieron en error de hecho. 



Doctrina administrativa:

La DGT en su contestación de fecha 23-06-2008 a la Consulta Vinculante n.º V1323/2008, admite la posibilidad de justificar un gasto por medio distinto de la factura:

«... la falta de factura completa, no supone la imposibilidad de probar la realidad y el importe de las operaciones celebradas sin ese concreto soporte documental, por cuanto resultará de aplicación lo previsto en los arts. 105 y 106 de la LGT, en los que se establece que quien haga valer su derecho deberá probar los hechos normalmente constitutivos del mismo, siendo de aplicación en los procedimientos tributarios las normas que sobre medios y valoración de pruebas se contienen en el Código Civil y en la Ley de Enjuiciamiento Civil, con las especialidades que en el ámbito tributario se establecen en los artículos siguientes de la referida Ley General Tributaria.»

Jurisprudencia:

El Tribunal Económico-Administrativo Central, en su Resolución de 23 de junio de 2009 (Vocalía 5.ª; RG 3912/2007), exige que además de disponer de factura se deberá justificar que los gastos que contiene se corresponden con las actividades realizadas:

«Si el sujeto pretende deducirse unas cuantías de IVA al entender que éstas se han soportado en el seno de su actividad, debe acreditar que el devengo de tales cuotas se ha producido, al responder a entregas de bienes o prestaciones de servicios que han tenido lugar.

De acuerdo con lo expuesto, la Inspección de los Tributos requirió al obligado tributario que acreditara la realidad de una serie de gastos que se correspondían con los servicios documentados en las facturas; no obstante, el obligado tributario no presentó ninguna prueba tendente a verificar la realidad de los citados servicios; su actividad probatoria se ha limitado a verter su opinión, muy respetable, pero insuficiente a los efectos perseguidos por ella, de que las cuotas soportadas sí resultaban deducibles, no aportando más elementos de juicio.»

Citamos diversas sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que nos ayudarán a comprender lo relacionado con la presunción y la carga de la prueba:

En la Sentencia 1599/2009, de 24 de septiembre de 2009 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 1017/2007), excluye la imposición de una sanción porque la Administración no incluyó en el expediente la prueba de que la declaración se presentó fuera de plazo:

«Ello implica que la administración, en cuanto que estaba imputando al sujeto pasivo una determinada conducta infractora, como fue la de no presentar en plazo la deuda tributaria relativa al Impuesto de Sociedades, Pagos a Cuenta, ejercicio 2003, segundo trimestre, debió aportar los documentos constitutivos de tal conducta infractora al expediente administrativo y al no hacerlo así, debe entenderse que incumplió con el deber genérico de acreditar los hechos constitutivos de la conducta infractora consistente, según la administración, en presentar la referida declaración el 30 de enero de 2004, cuando debía de haberlo hecho antes del 20 de octubre de 2003. Procede así la anulación de la sanción impuesta a la entidad.»

En la Sentencia 20696/2008, de 29 de octubre de 2008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 994/2006), aplicando un criterio muy estricto, rechaza la aportación de pruebas al Tribunal ya que debieron presentarse durante el procedimiento de comprobación:

«... la admisión de los documentos, datos o pruebas presentadas con posterioridad a la propuesta de regularización, sólo será pertinente cuando el sujeto pasivo demuestre que su aportación al referido procedimiento fue imposible, extremo éste que, en el caso de autos, tal como se ha señalado, no se ha acreditado, sino todo lo contrario, pues se trata de documentación que ha estado siempre en poder y a disposición de la entidad, sin que la enfermedad del contable suponga impedimento, en principio, para su aportación en el momento procedimental señalado.

En caso contrario y sin concurrir justificación alguna que exceptuase esa regla, se podría dejar en manos de un obligado tributario un medio para prolongar la duración de los procedimientos, sin más que aportar unos documentos en el momento procedimental que más le conviniere.»

En la Sentencia 647/2006, de 21 de abril de 2006 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 1030/2002 y 1031/2002), rechaza la imputación de la propiedad de unos valores depositados en bancos de Luxemburgo, por el mero indicio de que el sujeto llevaba una relación de los mismos:

«En el supuesto de autos tales requisitos jurisprudenciales no se cumplen, pues se deduce o infiere la titularidad de la cartera de valores del portador de unos documentos bancarios que sólo reflejaban el contenido económico de las cuentas bancarias donde se encontraban depositados los valores, en entidades bancarias de Luxemburgo, amparadas por el secreto bancario legalmente reconocido, por ese mero hecho de llevar los documentos, sin ninguna otra prueba y a pesar de la negativa reiterada de esa titularidad por el afectado, por lo que no puede considerarse acreditada la existencia del incremento no justificado de patrimonio.»

Y en la Sentencia 20102/2008, de 31 de marzo de 2008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 881/2004), rechaza una liquidación basada en los datos declarados en el modelo 190, cuando el sujeto pasivo ya había demostrado que dicha declaración contenía errores, aunque no la hubiese rectificado:

«... no discutida por la Administración en sí misma la justificación documental del error producido, error que acredita en vía económico-administrativa de modo suficiente la actora, con las alegaciones realizadas y facturas correspondientes, no puede desestimarse sin más su pretensión por el mero dato formal o formalista de que no rectificó en su momento en vía de gestión el modelo 190 presentado, ya que esta sola circunstancia no debe razonablemente determinar tal rigurosa conclusión, pudiendo además habérsele requerido al efecto en dicha vía previa y/o gestora, a la vista de lo alegado...»

IV.  DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS

Por supuesto, no podría faltar en esta guía una mención a los derechos y garantías que asisten al contribuyente en el curso de cualquier procedimiento tributario. Vienen recogidos en el art. 34 de la Ley General Tributaria, y son los siguientes:


	
a) Derecho a ser informado y asistido por la Administración tributaria sobre el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

	
b) Derecho a obtener, en los términos previstos en esta ley, las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo y las devoluciones de ingresos indebidos que procedan, con abono del interés de demora, sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto. 

	
c) Derecho a ser reembolsado, del coste de los avales y otras garantías aportados para suspender la ejecución de un acto o para aplazar o fraccionar el pago de una deuda, si dicho acto o deuda es declarado total o parcialmente improcedente por sentencia o resolución administrativa firme, con abono del interés legal sin necesidad de efectuar requerimiento al efecto (lo veremos detenidamente en el capítulo IX). 

	
d) Derecho a utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su comunidad autónoma. 

	
e) Derecho a conocer el estado de tramitación de los procedimientos en los que sea parte. 

	
f) Derecho a conocer la identidad de las autoridades y personal al servicio de la Administración tributaria bajo cuya responsabilidad se tramitan las actuaciones y procedimientos tributarios en los que tenga la condición de interesado. 

	
g) Derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones por él presentadas, así como derecho a obtener copia sellada de los documentos presentados ante la Administración, siempre que la aporten junto a los originales para su cotejo, y derecho a la devolución de los originales de dichos documentos, en el caso de que no deban obrar en el expediente. 

	
h) Derecho a no aportar aquellos documentos ya presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la Administración actuante, siempre que el obligado tributario indique el día y procedimiento en el que los presentó. 

	
i) Derecho, en los términos legalmente previstos, al carácter reservado de los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria, que sólo podrán ser utilizados para la aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de sanciones, sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo en los supuestos previstos en las leyes. 

	
j) Derecho a ser tratado con el debido respeto y consideración por el personal al servicio de la Administración tributaria. 

	
k) Derecho a que las actuaciones de la Administración tributaria que requieran su intervención se lleven a cabo en la forma que le resulte menos gravosa, siempre que ello no perjudique el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

	
l) Derecho a formular alegaciones y a aportar documentos que serán tenidos en cuenta por los órganos competentes al redactar la correspondiente propuesta de resolución. 

	
m) Derecho a ser oído en el trámite de audiencia. 

	
n) Derecho a ser informado de los valores de los bienes inmuebles que vayan a ser objeto de adquisición o transmisión. 

	
ñ) Derecho a ser informado, al inicio de las actuaciones de comprobación o inspección sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones y a que las mismas se desarrollen en los plazos previstos en esta ley. 

	
o) Derecho al reconocimiento de los beneficios o regímenes fiscales que resulten aplicables. 

	
p) Derecho a formular quejas y sugerencias en relación con el funcionamiento de la Administración tributaria. 

	
q) Derecho a que las manifestaciones con relevancia tributaria de los obligados se recojan en las diligencias extendidas en los procedimientos tributarios. 

	
r) Derecho de los obligados a presentar ante la Administración tributaria la documentación que estimen conveniente y que pueda ser relevante para la resolución del procedimiento tributario que se esté desarrollando. 

	
s) Derecho a obtener copia a su costa de los documentos que integren el expediente administrativo en el trámite de puesta de manifiesto del mismo en los términos previstos en esta ley. Este derecho podrá ejercitarse en cualquier momento en el procedimiento de apremio. 



Además, existe un Consejo para la Defensa del Contribuyente, que atenderá las quejas que se produzcan por la aplicación del sistema tributario. Está regulado por el Real Decreto 1676/2009; y en su art. 8.º establece la forma de presentar las quejas  (1) .





	 (1) 

	
«Art. 8.ºLegitimación, forma y lugares de presentación de las quejas o sugerencias.

1. Todas las personas físicas o jurídicas, españolas o extranjeras, y las entidades del art. 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, tendrán derecho a formular ante el Consejo para la Defensa del Contribuyente las quejas y sugerencias a las que se ha hecho referencia en el artículo anterior.

2. Las quejas relacionadas, directa o indirectamente, con un procedimiento administrativo de naturaleza tributaria, solo podrán ser presentadas por quien tenga el carácter de interesado en dicho procedimiento. Las quejas podrán presentarse tanto personalmente como mediante representación, debiendo quedar garantizada la identificación del ciudadano y su carácter de interesado así como y, en su caso, la del representante y la validez de la representación. La presentación de las sugerencias podrá realizarse de forma anónima.

3. Las quejas o sugerencias se podrán presentar, dirigidas al Consejo, en las formas y lugares que autoriza la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Las quejas o sugerencias también podrán presentarse por medios electrónicos, conforme a lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos y sus disposiciones de desarrollo.

Las quejas o sugerencias presentadas según lo dispuesto en el párrafo anterior seguirán en su tramitación lo dispuesto con carácter general en este real decreto.

Igualmente podrán presentarse las quejas y sugerencias en las correspondientes hojas de quejas y sugerencias, que, a estos efectos, deberán encontrarse en las oficinas y dependencias de la Administración Tributaria del Estado y del resto de la Administración del Estado con competencias tributarias. Los interesados tendrán derecho a ser auxiliados por los funcionarios de dichas oficinas o dependencias en la formulación y constancia de su queja o sugerencia.»



	 Ver Texto 







La prescripción tributaria 



Lo primero que debemos tener en cuenta con respecto a la potestad investigadora de la Administración es que ésta tiene un límite temporal, más allá del cual un hecho imponible no puede ser comprobado ni liquidado; es lo que se ha dado en llamar «prescripción tributaria». Es ésta una figura del Derecho que permite al contribuyente alcanzar seguridad jurídica con respecto a sus actuaciones anteriores: nos permite olvidarnos de nuestras declaraciones pasadas una vez transcurrido el plazo de prescripción, porque la Administración ya no podrá comprobarlas. Si no fuese así, nos pasaríamos la vida temiendo haber cometido un error en cualquiera de las liquidaciones anteriormente efectuadas y dudando de si podrían aflorar deudas pendientes con el fisco.

I.  EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN

El plazo de prescripción que actualmente establece la Ley General Tributaria es de cuatro años (art. 66 LGT); y, una vez transcurrido el mismo en los términos que expondremos más adelante, dejarán de poder ejercerse los siguientes derechos, porque ya habrán prescrito:


	
a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación, o modificar la auto-liquidación previamente presentada por el sujeto pasivo. Por lo tanto, ya no nos podrán comprobar si las declaraciones o auto-liquidaciones presentadas eran correctas, ni modificar la cuota que arrojaban. 

	
b) El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y auto-liquidadas. Se incluye esta aclaración, porque una cosa es liquidar una deuda y otra muy distinta cobrarla: si la Administración notifica una deuda a un contribuyente, pero éste no la hace efectiva en cuatro años, prescribirá su obligación de pagarla. Un supuesto en el que puede producirse esta paralización administrativa es cuando se recurre una liquidación, pero no se suspende el pago de la deuda mediante la presentación de una aval u otra garantía  (1) : si el Tribunal no ha resuelto cuatro años después de notificada la deuda y la Administración no ha tratado de ejecutarla mientras tanto, entonces habrá prescrito su derecho a hacerlo, aun en el caso de que el Tribunal resolviese en nuestra contra. 

	
c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos (por errores de hecho o de derecho) y el reembolso del coste de las garantías  (2) . Es decir, en este caso el tiempo corre en contra del contribuyente, que pierde el derecho a reclamar lo que le corresponde si no lo ejerce dentro del plazo de prescripción. 

	
d) El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías. Simétricamente a lo que exponíamos en el apartado b) anterior, si el sujeto pasivo no hace efectivo en el plazo de cuatro años el cobro de las cantidades que se le hubiesen reconocido, perderá definitivamente el derecho a cobrarlas. 

	
e) Además, como estudiaremos en el capítulo VIII, también prescribe a los cuatro años la acción administrativa para sancionar las infracciones de los sujetos pasivos. 



1.  Cálculo del plazo de prescripción

La duración del plazo de prescripción es clara; pero no lo es tanto el modo como se computan esos cuatro años. De hecho, no suelen coincidir con los cuatro años naturales. Para conocer el periodo real de prescripción, lo primero que tendremos que determinar es el momento exacto en el que empieza a contarse este plazo.

Pues bien, el plazo de prescripción comenzará a contarse conforme a las siguientes reglas:


	
a)Si se trata de declaraciones o liquidaciones administrativas: desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para el cumplimiento de la obligación tributaria de que se trate: presentar una declaración o auto-liquidación, o efectuar el pago de un recibo o liquidación notificada. Por ejemplo, el plazo de prescripción de la declaración del IRPF del ejercicio 2009 comenzó a contarse desde el día siguiente al 31 de junio de 2010, fecha en que terminó el plazo reglamentario de presentación. 

	
b)Si se trata de solicitar cantidades a devolver: desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitarla en los tributos que así lo tengan dispuesto (IVA, IRPF, etc.); o desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la auto-liquidación en la que se realizó un ingreso indebido; o desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente un acto administrativo y esto genere un reconocimiento de deuda a favor del contribuyente. Si decidimos presentar la declaración del IRPF de un ejercicio anterior, ya que hemos descubierto que arrojaba cuota a nuestro favor, el plazo para reclamar este importe comenzará a partir del vencimiento del plazo voluntario de presentación de dicha declaración. 

	
c)Si se trata de obtener la devolución de cantidades ya solicitadas: desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se reconozca el derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las garantías. Si habíamos solicitado la devolución del IVA, el plazo para solicitar su cobro efectivo comenzará a contarse seis meses después de finalizado el plazo de presentación de la declaración, que es el tiempo que la Administración tiene para revisarla y efectuar la devolución resultante. 

	
d)En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que sean incompatibles entre sí (por ejemplo una compra de un inmueble que pueda estar sujeta a IVA o a Transmisiones Patrimoniales) el plazo de prescripción para solicitar la devolución del tributo improcedentemente pagado comenzará a contarse desde la resolución del órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo procedente. Es decir, si una Comunidad Autónoma me exige que tribute por Transmisiones Patrimoniales por la compra de un local de negocio, por entender que no estaba sujeto al IVA (que es el tributo que efectivamente pagué al vendedor), y un Tribunal acaba dando la razón a esa Comunidad Autónoma, el plazo para solicitar la devolución del IVA indebidamente pagado contará a partir de que me sea notificada la resolución del Tribunal. Si no existiese esta norma específica, en muchos casos prescribiría el derecho a obtener la devolución del impuesto incorrectamente pagado, ya que los procedimientos económico-administrativos suelen demorarse más de cuatro años. 



Existen otras peculiaridades para la determinación del comienzo del plazo de prescripción, que se aplican a los casos en que se exigen deudas tributarias a los responsables solidarios o subsidiarios del deudor principal, pero entendemos que su estudio caería fuera del objetivo de esta guía.

Aparentemente, una vez determinado el comienzo del plazo resultaría fácil saber cuándo se alcanza la prescripción: cuatro años después. Pero esto sólo es así si no se produce durante ese periodo alguna interrupción de la prescripción, lo que veremos en el apartado siguiente.

Cuestión práctica:

¿Cuándo prescribe la comprobación de las liquidaciones trimestrales de IVA?

Cada declaración periódica (trimestral o mensual) constituye una obligación formal y de pago autónoma, por lo que prescriben a los cuatro años del vencimiento del plazo voluntario de cada una de ellas, sin que a este efecto interrumpa la prescripción la presentación del resumen anual de IVA. Por lo tanto, la declaración presentada el 20 de abril de 2010 con respecto al primer trimestre de este año podrá ser comprobada hasta el 20 de abril de 2014  (3) .

Adquirí un inmueble formalizando exclusivamente un contrato privado y no lo presenté a liquidación por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales: ¿cuándo prescribe este impuesto?

En este caso estamos ante un hecho imponible puntual -no periódico-, por lo que el momento de comienzo de la prescripción sería la fecha en la que finalizaba el plazo para liquidar dicha compraventa [30 días hábiles después  (4) ]; pero como los documentos privados no dan fe de su fecha frente a terceros, el plazo de prescripción no comenzará a contarse hasta que dicho documento se «oficialice» de algún modo; es decir, se presente ante un funcionario que actúe como tal. Por ejemplo, si dicho contrato se presenta en la Oficina del Catastro para cambiar la titularidad catastral del inmueble, ya tendremos fecha probada de su existencia; y desde ese momento comenzarán a contarse los cuatro años para la prescripción de su tributación.

Doctrina administrativa:

La Dirección General de Tributos, en su contestación de fecha 16-03-2009 a la Consulta Vinculante n.º V0485/2009, nos aclara cuándo comienza el cómputo del plazo en los casos en que una Inspección se recurre:

«El plazo de cuatro años de prescripción a efectos del derecho a solicitar las devoluciones tributarias correspondiente al IVA por un sujeto pasivo que ha sido objeto de un procedimiento de comprobación por el Impuesto comenzará a computarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el acto impugnado.»

2.  Interrupción de los plazos de prescripción

Es muy frecuente que el periodo efectivo de la prescripción sea muy superior a los cuatro años que inicialmente se establecen. Esto es debido a que existen una serie de actuaciones de la Administración o del sujeto pasivo que interrumpen el cómputo de ese plazo.

La Ley General Tributaria establece que la prescripción se interrumpa por los siguientes hechos (art. 68):


	
a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o parte de los elementos de la obligación tributaria; o por cualquier acción dirigida de forma efectiva a la recaudación de la deuda tributaria, o por el ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria. Por ejemplo, en el momento en el que recibimos una notificación en la que se nos modifica una liquidación tributaria o se nos solicitan documentos para su comprobación, la prescripción queda interrumpida. 

	
b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por la remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal (en los casos en los que se aprecie delito fiscal), así como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso. Si firmamos un Acta de Inspección en disconformidad y la recurrimos ante un Tribunal Económico-Administrativo, la prescripción quedará interrumpida por cada actuación nuestra (presentación de alegaciones) o del Tribunal (notificación de trámites) que se produzca. 

	
c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o auto-liquidación de la deuda tributaria; o conducente al pago o extinción de la deuda tributaria. Por lo tanto, una declaración extemporánea o complementaria determina el comienzo de un nuevo cómputo del plazo de prescripción. 

	
d) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la devolución, el reembolso, la rectificación de su auto-liquidación o exija el pago de la devolución o el reembolso; o por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la devolución o el reembolso. En este caso hay que distinguir entre los actos que interrumpen la prescripción de una declaración de aquellos otros que interrumpen sólo el plazo para el pago o devolución de la cuota resultante de dicha declaración. Por ejemplo, si reclamamos la devolución de la cuota a nuestro favor por el Impuesto sobre Sociedades, porque la Administración no lo ha hecho en el plazo que tiene establecido, interrumpiremos el plazo para su cobro, pero no interrumpiremos el plazo para la inspección de la declaración efectuada. 



Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, la interrupción de la prescripción sólo afectará a la deuda a la que se refiera el acto interruptivo que se hubiese realizado. Esto supone que podamos interrumpir la prescripción de una liquidación de 2005; pero que las liquidaciones de años posteriores sigan prescribiendo.

Jurisprudencia:

El Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en su Sentencia 20118/2008, de 25 de marzo de 2008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 990/2004) nos aclara que la devolución de un impuesto solicitado según su propia normativa (IVA, IRPF o Impuesto sobre Sociedades) no interrumpe el plazo de prescripción para la comprobación de la declaración que lo genera:

«El acto de liquidación sobre una cantidad cuya devolución se solicita, no puede ser entendido como un acto tendente a liquidar la deuda en los términos previstos en el art. 66, puesto que tal liquidación no tiene por finalidad determinar lo debido a la Administración, sino resolver sobre una solicitud de devolución...»

Este mismo TSJM, en sentencia 20.51/2008, de 28 de febrero de 2008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 147/2004), aclara que una notificación insuficientemente razonada que ha sido declarada nula no produce interrupción del plazo de prescripción:

«Por otra parte, se ha de indicar que es doctrina consolidada desde la sentencia de la antigua Sala Tercera del Tribunal Supremo de 31 de enero de 1989 (FJ 51) que los actos nulos de pleno derecho, al igual que los inexistentes, no producen efecto alguno, directo ni indirecto, y, por lo tanto, carecen de virtualidad para interrumpir el plazo de prescripción de la potestad administrativa sobre liquidación de las deudas tributarias.»

Es muy importante remarcar que para que un acto administrativo pueda interrumpir la prescripción, ha de ser debidamente notificado al sujeto pasivo; sin esta notificación, la interrupción no se produce, porque uno de los requisitos fundamentales es que el sujeto pasivo tenga conocimiento fehaciente del mismo. Por ejemplo, si la Oficina de Inspección acuerda comenzar una revisión de nuestra declaración del Impuesto sobre Sociedades del ejercicio 2005, pero la correspondiente notificación no nos es entregada hasta el 26 de julio de 2010 [cuatro años y un día después de que finalizase el plazo para la presentación de aquella declaración], esa inspección ya no podrá llevarse a cabo, porque dicho impuesto estará prescrito.

Otra importante aclaración es que el plazo de prescripción no se suspende, sino que se interrumpe; es decir, en cada interrupción se inicia el cómputo de un nuevo plazo de cuatro años. Esto hace que puedan estar ahora abiertos a inspección ejercicios muy antiguos. De hecho, podemos ver que algunas liquidaciones acaban resolviéndose en los tribunales muchos años después: su prescripción se interrumpe por la comprobación parcial, luego con el acta previa, luego el acta definitiva, después por la reclamación económico-administrativa y finalmente por el procedimiento contencioso. Si calculamos que entre cada uno de los anteriores procesos pueden transcurrir hasta cuatro años menos un día, llegamos a un periodo total de 16 años; y, efectivamente, no es raro ver sentencias del Tribunal Supremo de hechos ocurridos con esa antelación.

También debemos tener en cuenta que, como dijimos más arriba, una cosa es la prescripción de la liquidación y su comprobación, y otra es la prescripción del pago derivado de la misma. Cuando interponemos un recurso contra una liquidación, no se suspende la obligación de pago de la deuda (salvo que se garantice o así lo acuerde el Tribunal previa solicitud al efecto), por lo que la Administración puede continuar con los trámites para cobrarla, incluso por vía ejecutiva; pero si no lo hiciese así, se puede producir la prescripción de su derecho a cobrarla, aunque el recurso se resuelva a su favor.

Cuestión práctica:

He recibido una liquidación del IAE del año 2005, que dicen que no pagué en plazo. Cuando he expuesto en el Ayuntamiento que dicho año ya estaba prescrito me han contestado que me lo han reclamado varias veces; pero yo no recuerdo haber recibido nada al respecto: ¿qué hago?

Si no está seguro de haber sido notificado, lo mejor es que recurra la deuda alegando su prescripción, así el Ayuntamiento tendrá que demostrar que efectivamente se la notificó correctamente, interrumpiendo así la prescripción. Tenga en cuenta que si no consta que la notificación fue efectuada, y recibida por persona competente debidamente identificada, no será válida y no se habrá interrumpido la prescripción.

Hace ya cuatro años que interpusimos un recurso contra una liquidación del Impuesto sobre Sociedades ante el Tribunal Económico-Administrativo y no hemos vuelto a saber nada: ¿habrá prescrito?

Si una vez interpuesto un recurso administrativo o económico-administrativo, su tramitación se paraliza durante el plazo de cuatro años, se considerará producida la prescripción. Si el recurso se presentó contra una deuda tributaria, ésta quedará extinguida; si se presentó solicitando una devolución, ésta ya no podrá reclamarse. Hay que tener en cuenta que esto no resulta aplicable cuando el recurso pasa a la vía contencioso-administrativa, ya que su tramitación depende de la administración de justicia, no de la tributaria; y la paralización no le resulta imputable.

II.  EFECTOS DE LA PRESCRIPCIÓN

Es muy importante saber que la prescripción se debe aplicar de oficio; es decir, que no requiere ser invocada por el sujeto pasivo. Además, la prescripción ganada ya no se pierde nunca. Por lo tanto, si advertimos que una deuda tributaria fue pagada con posterioridad a que se produjese su prescripción, podrá ser reclamada su devolución por tratarse de un ingreso indebido.

Esto se debe a que la prescripción de un hecho imponible extingue la deuda a todos los efectos; y ya no puede ser cobrada. Además, también se extinguen todas las demás obligaciones formales vinculadas a la misma; es decir, una vez prescrita la obligación principal -el pago-, se extinguen las accesorias. Por ejemplo, se extingue la obligación de presentar las declaraciones relacionadas con ese hecho imponible y la obligación de guardar la documentación con él relacionada. Esto último es muy práctico para no tener que custodiar indefinidamente la voluminosa documentación contable relacionada con el Impuesto sobre Sociedades o del IRPF. No obstante, tenemos que aclarar que las obligaciones de conservación de información deberán cumplirse durante el plazo previsto en cada normativa, si fuese superior  (5)  al de prescripción tributaria. Por ejemplo, podemos desprendernos de todas las facturas de gastos de un ejercicio prescrito; pero las facturas o escrituras que justifiquen la adquisición de inmovilizado deberemos guardarlas mientras que no prescriba el último de los periodos en los que dicho inmovilizado se amortice, ya que nos podrán ser exigidas para comprobar que la amortización se calculó correctamente. Algo parecido ocurre con los ejercicios en los que se producen las pérdidas compensables en ejercicios posteriores: la documentación y las declaraciones deben conservarse hasta que prescriba el último ejercicio en el que se produzca su compensación, lo que bien puede ocurrir quince años después.

Cuestión práctica:

Me están inspeccionando el Impuesto sobre Sociedades del año 2006, en el que apliqué la compensación de las pérdidas que tuve en el año 1999: ¿me pueden revisar también este último año?

No debe confundirse el derecho de la Administración para liquidar el ejercicio de 1999 (que, si no se ha producido ningún acto interruptivo, estará ya prescrito), con el derecho a comprobar si efectivamente se produjo dicha base negativa compensable con posterioridad; y podría llegar a eliminar total o parcialmente la compensación aplicada en 2006, si no se justifica documentalmente la pérdida declarada en 1999. Pero en ningún caso podría liquidar cuota alguna por 1999, aunque descubriese enormes errores contables, ni siquiera sancionarlos.

Hace cuatro años escrituramos la testamentaría de mi tío; pero no llegamos a liquidar el Impuesto sobre Sucesiones. Ahora necesitamos inscribir los inmuebles en el Registro de la Propiedad, ¿cómo lo hacemos?

En primer lugar, debe tener en cuenta que la prescripción se produce a los cuatro años de finalizado el plazo voluntario de pago, que para el Impuesto de Sucesiones es de seis meses. Por lo tanto, se producirá la prescripción transcurridos cuatro años y medio después del fallecimiento, siempre que no se haya interrumpido por alguna notificación administrativa. Si está seguro de haber ganado la prescripción, únicamente debe presentar la correspondiente declaración del Impuesto sobre Sucesiones indicando que ya está prescrita: se la sellarán y podrá llevar la escritura al Registro correspondiente.

III.  LA CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS

No debe confundirse la institución de la prescripción con la de la caducidad de los procedimientos tributarios, ya que son conceptos distintos que producen efectos muy diferentes.

La caducidad es la terminación súbita de un procedimiento, ya sea por haberse interrumpido por culpa del interesado o por haberse sobrepasado el plazo máximo para su resolución. A lo largo de esta guía veremos bastantes casos de caducidad; por lo que debemos conocer sus efectos. Éstos vienen establecidos en el art. 104.5 de la Ley General Tributaria.

En primer lugar, cuando se produce la caducidad se declarará de oficio o a instancia del interesado, y se deberá ordenar el archivo de las actuaciones. La caducidad no produce por sí misma la prescripción del derecho de la Administración a comprobar o liquidar la obligación tributaria; pero como las actuaciones realizadas durante un procedimiento caducado no interrumpen la prescripción, bien puede ocurrir que durante ese tiempo sí se hubiese completado el plazo de prescripción. Si no se hubiese producido la prescripción, con la caducidad no se inicia de nuevo el plazo de prescripción, sino que se continúa el cómputo que se llevaba cuando se notificó el procedimiento caducado.

Por otra parte, una vez caducado el procedimiento, las declaraciones extemporáneas que se presenten tendrán la consideración de voluntarias y se les podrá aplicar el recargo proporcional, en vez de las sanciones que veremos en el capítulo VIII.

No obstante su caducidad, las actuaciones realizadas en el curso del procedimiento, así como los documentos y otros elementos de prueba obtenidos, conservarán su validez y eficacia a efectos probatorios en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posterioridad en relación con el mismo u otro obligado tributario.

Pero ha de quedar claro que un procedimiento caducado no se puede continuar o reanudar sin más, sino que es necesario iniciar uno de nuevo con la debida notificación.

Jurisprudencia:

El Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, con su Sentencia 1117/2009, de 27 de noviembre de 2009 (Sala de lo Contencioso-Administrativo; Rec. n.º 1353/2008), nos ratifica que un procedimiento caducado no puede continuarse sin una nueva notificación expresa:

«La discordancia de las partes se centra en que la Administración considera que el procedimiento se inicio el 22-1-2007 y el particular en mayo de 2006, que es cuando el perito motiva su dictamen de incremento de valor.

A juicio de la Sala la Administración solamente puede actuar correctamente dentro de un procedimiento, de ahí que cuando en mayo el perito verifica una comprobación no puede hacerlo sino en el ámbito de un procedimiento que a la fecha en que se verifica la liquidación provisional sin una mera valoración se encuentra caducado.

Lo expuesto determina la aplicación del art. 104.5 de la LGT de 2003 que establece que caducado el procedimiento se ordenará el archivo de las actuaciones, sin perjuicio de lo que se recoge en los párrafos siguientes.

Por ello procede la estimación del recurso interpuesto por caducidad del procedimiento.»






	 (1) 

	Ver el apartado referente a las suspensiones en el último capítulo.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Se refiere al coste de las garantías que necesariamente se deben aportar para suspender el pago de una liquidación recurrida. Si se gana el recurso pero no se reclama la devolución de este coste en cuatro años, se pierde el derecho a percibirlo. Lo veremos más detenidamente en el último capítulo.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	A pesar de que este criterio de prescripción no había sido discutido por la Administración, el Tribunal Supremo en sentencia de fecha 25 de noviembre de 2009 (rec. 983/2004) llega a afirmar que la presentación del resumen anual, modelo 390, interrumpe el plazo de prescripción. Esperemos que tan equivocada apreciación no se repita en sucesivas Sentencias.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Es importante mencionar que para liquidar un Impuesto sobre Sucesiones el plazo termina seis meses después del fallecimiento, por lo que la prescripción se producirá cuatro años y seis meses después. No sería el primer despistado que presenta una herencia como prescrita a los cuatro años y se encuentra con la correspondiente liquidación.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	
No debe olvidarse que el Código de Comercio establece en su art. 30 obligaciones mercantiles específicas, que pueden suponer un plazo superior al establecido por la normativa fiscal para la custodia de documentación:

«1. Los empresarios conservarán los libros, correspondencia, documentación y justificantes concernientes a su negocio, debidamente ordenados, durante seis años, a partir del último asiento realizado en los libros, salvo lo que se establezca por disposiciones generales o especiales.

2. El cese del empresario en el ejercicio de sus actividades no le exime del deber a que se refiere el párrafo anterior y si hubiese fallecido recaerá sobre sus herederos. En caso de disolución de sociedades, serán sus liquidadores los obligados a cumplir lo prevenido en dicho párrafo.»



	 Ver Texto 








Las notificaciones tributarias 



En la inmensa mayoría de los casos, un procedimiento de comprobación comienza con una notificación de inicio, como veremos en el capítulo siguiente. Esto puede ser una mera formalidad administrativa; pero también puede convertirse en un trámite fundamental en algunos supuestos. Por ejemplo, si el plazo de prescripción de la obligación tributaria a inspeccionar está próximo, la validez de la notificación de inicio de la inspección es decisiva, porque -como vimos en el capítulo anterior- únicamente interrumpen la prescripción los actos administrativos que hayan sido debidamente notificados al contribuyente.

Por lo dicho -y por muchos otros motivos-, la regulación de las notificaciones tributarias es esencial para salvaguardar la seguridad jurídica de los contribuyentes: todo ciudadano tiene derecho a conocer qué es lo que la Administración reclama de él; y no se le puede exigir que cumpla aquello que desconoce.

El incumplimiento de las normas que exponemos a continuación puede determinar la nulidad de una notificación y, por tanto, de todas las actuaciones realizadas por la Administración con posterioridad a la misma. Con cierta frecuencia, los Tribunales acuerdan la prescripción de una deuda -o la eliminación de un recargo de apremio- por haber sido deficientemente notificada la liquidación de la que proceden.

I.  CONTENIDO DE LAS NOTIFICACIONES

Las notificaciones tributarias deberán cumplir los requisitos establecidos en la normativa administrativa general, con las peculiaridades que se determinan en la Ley General Tributaria.

Según el procedimiento administrativo común, la notificación de los actos administrativos deberá atenerse a lo dispuesto en el art. 58 de la Ley 30/1992:


«Art. 58. Notificación.

1. Se notificarán a los interesados las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus derechos e intereses, en los términos previstos en el artículo siguiente.

2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente.

3. Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el apartado anterior surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda.

4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga cuando menos el texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado.»



Es importante remarcar lo dispuesto en el apartado 3 del artículo transcrito, ya que no puede alegarse desconocimiento de un acto administrativo si hemos podido recurrirlo refutando sus fundamentos jurídicos. Cuando estimemos que una notificación puede ser nula por carecer de alguno de los elementos fundamentales, debemos recurrirla exclusivamente por este defecto de forma, sin entrar en el fondo de la cuestión.

Por su parte, la Ley General Tributaria establece normas específicas sobre las notificaciones. En concreto, las liquidaciones se notificarán con mención expresa de los siguientes extremos (art. 102 LGT):


	
a) La identificación del obligado tributario.


	
b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria. 

	
c) La motivación de las rectificaciones introducidas con respecto a los datos consignados por el obligado tributario o a la aplicación o interpretación de la normativa realizada por el mismo, con expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, así como de los fundamentos de derecho. 

	
d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que hayan de presentarse y plazo para su interposición. 

	
e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria. 

	
f) Su carácter de liquidación provisional o definitiva. 



Cuestión práctica:

He recibido una liquidación de las llamadas «paralelas», en las que figuran los datos que declaré, corregidos por otros calculados por la Administración; pero no hay quien sepa a qué se deben las modificaciones efectuadas.

Si una liquidación no está suficientemente explicada, podremos recurrirla alegando simplemente que carecemos de datos para poder rebatirla o comprobar que es correcta, solicitando que sea anulada y notificada de nuevo.

1.  Lugar de práctica de las notificaciones

Las notificaciones se deben efectuar en lugar oportuno; y este lugar se determinará dependiendo a instancia de quién se haya iniciado el procedimiento (art. 110 LGT):


	
· En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará en el lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su representante o, en su defecto, en el domicilio fiscal de uno u otro. 

	
· En los procedimientos iniciados de oficio, la notificación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad económica o en cualquier otro adecuado a tal fin. 



Una notificación tratada de efectuar en un domicilio inadecuado muy probablemente será nula y no surtirá efecto alguno, especialmente si ha sido rechazada o no hemos llegado a tener conocimiento de la misma.

2.  Personas legitimadas para recibir las notificaciones

Una notificación no sólo ha de ser entregada en el domicilio correcto, sino que, para que sea válida, también debe ser recibida por persona cualificada para ello (art. 111 LGT).

Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el obligado tributario o por su representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no hallarse éstos presentes en el momento de la entrega, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilio y haga constar su identidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de propietarios donde radique el lugar señalado a efectos de notificaciones o el domicilio fiscal del obligado o su representante. Es muy importante que en el justificante de recibo conste la identificación y cargo de la persona que la recibe, pues si el sujeto pasivo niega haber recibido la notificación, la Administración deberá demostrar que la entregó a persona adecuada para que se la hiciese llegar a aquél.

El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su representante implicará que se tenga por efectuada la misma, siempre que se hubiese intentado en lugar y ante persona adecuada. Por lo tanto, no tienen ningún sentido rechazar las notificaciones que se nos pretendan hacer, ya que surtirán el mismo efecto y desconoceremos qué es lo que se nos reclamaba: esconder la cabeza no es la mejor manera de preparar una defensa.

II.  NOTIFICACIÓN POR COMPARECENCIA

Las notificaciones han de intentarse al menos dos veces en el domicilio fiscal o en el designado al efecto por el interesado. Será suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido en dicho domicilio o lugar. Estas circunstancias se harán constar en el expediente, indicando las fechas y horas en que se intentaron las notificaciones.

Cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado o a su representante por causas no imputables a la Administración tributaria, se les citará para ser notificados por comparecencia por medio de anuncios que se publicarán, por una sola vez para cada interesado, en el BOE o en los Boletines de las Comunidades Autónomas o de las provincias, según la Administración de la que proceda el acto que se pretende notificar y el ámbito territorial del órgano que lo dicte (art. 112 LGT). Estos anuncios podrán exponerse asimismo en la oficina de la Administración tributaria correspondiente al último domicilio fiscal conocido.

El problema de este tipo de citaciones por anuncios es que raramente un interesado se entera de que debe comparecer para ser notificado, por lo que el procedimiento se inicia sin su conocimiento. Además, se le tendrá por notificado de las sucesivas actuaciones y diligencias de dicho procedimiento, de las que tampoco se enterará, aunque mantenga el derecho teórico que le asiste a comparecer en cualquier momento del mismo. Las liquidaciones que se dicten en el procedimiento y los acuerdos de enajenación de los bienes embargados deberán ser notificados de nuevo; pero es muy probable que siga sin enterarse, o que si se entera ya no pueda defender sus derechos por vías ordinarias.

Por todo esto, es muy importante notificar a la Administración nuestro domicilio fiscal y comprobar que efectivamente se recibe allí la correspondencia certificada. En ocasiones, es la mala práctica de la Administración la que lleva a estas situaciones de indefensión, al intentar notificar en fechas en las que el destinatario está manifiestamente de vacaciones -al igual que en los días posteriores-, sin reiterar el intento transcurrido un mes. Si llegásemos a tener conocimiento de un acto administrativo del que no hemos podido defendernos por desconocerlo, es muy importante revisar a fondo el expediente y comprobar que previamente a la notificación por anuncios se han seguido los trámites preceptivos; si se hubiese omitido alguno o se hubiese intentado la notificación en un lugar incorrecto, el procedimiento sería nulo y debería comenzarse de nuevo, consiguiendo así una segunda oportunidad de defensa.
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